
Luego de un año de investigación, la Fisca-
lía Nacional ordenó realizar diligencias en
contra de los controladores de la Fundación
Procultura (ver nota principal).

Específicamente, se realizaron incautacio-
nes en el domicilio de Alberto Larraín, psi-
quiatra fundador de la organización con pa-
sado en la Democracia Cristiana, pero con
una cercanía al Presidente Gabriel Boric y en
cuya fundación trabajó la ex primera dama
Irina Karamanos.

A Larraín se le incautó un computador y
un celular, pero al no tener abogado declinó
realizar una declaración ante los efectivos de
la Brigada Anti Corrupción de la PDI. Junto
al teléfono fueron incautadas pertenencias de
otros miembros de la organización Procultu-
ra ligadas a la firma de convenios en la Re-
gión Metropolitana y en el Biobío.

Lo anterior, puesto que Larraín firmó un
convenio con la Gobernación Metropolitana,
liderada por Claudio Orrego, por un monto
de $1.683.788.000 sobre cómo evitar suici-
dios.

En Magallanes, Procultura también tuvo
que ver con dos proyectos en esa región. Uno
en Torres del Paine y otro en la zona de Cerro
Sombrero. Allí es donde aparece el Presiden-
te Gabriel Boric. Según dio a conocer radio
Biobío, Larraín le comentó vía WhatsApp al
gobernador regional Jorge Flies que había te-
nido una conversación con el Presidente Bo-
ric sobre uno de esos proyectos. De momento
no se sabe si esa conversación existió o La-
rraín usó el nombre de Boric para jactarse de
su cercanía con el mandatario. De todas for-
mas, el psiquiatra logró tener una reunión
con la canciller Antonia Urrejola el pasado 22
de marzo de 2022, sobre el proyecto en To-
rres del Paine.

En el Gobierno indican que no hay nada
que ocultar y que ha sido el propio Presiden-
te el que hace una semana le indicó al director
de la PDI que si es necesario lo investigue a él.
En esa misma actividad en Tocopilla, el direc-
tor general de la PDI, Eduardo Cerna, salió a
desmentir el contenido de un informe elabo-
rado por la PDI, en donde se recomendaría
citar a declarar como imputada a Irina Kara-
manos por abonos a la cuenta de Procultura.

A una semana de esas declaraciones, se ac-
tivaron las diligencias en un caso que había

estado aparentemente detenido, pese a las
presiones de la oposición sobre el fiscal Patri-
cio Cooper.

En los partidos de oposición señalan que
en las conversaciones de Larraín incluso po-
dría haber contactos con el jefe de asesores
Miguel Crispi, quien durante la explosión de
convenios de Procultura era subsecretario de
Desarrollo Regional.

La diputada Camila Flores (RN) dijo que
“después de más de un año difícilmente va-
mos a encontrar algo que realmente le pueda
servir al Ministerio Público para probar la
vinculación o la posible comisión de delitos
por parte de los fundadores, de las cabezas de
Procultura, de la señora Irina Karamanos o
de quien corresponda, del señor Larraín”.

La diputada Catalina del Real añadió que

“es crucial que, por fin, se estén acelerando
las investigaciones del caso Convenios, espe-
cialmente, para dejar en claro los hechos que
involucran a la ex primera dama Irina Kara-
manos. Este escándalo podría llegar a salpi-
car directamente a La Moneda, en la arista de
la fundación Procultura. Estamos hablando
de uno de los mayores casos de corrupción
que hemos visto últimamente, con un desca-
rado mal uso de los recursos públicos. Lo que
se tiene que esclarecer de una vez es adónde
fue a parar ese dinero y si se usó para finan-
ciar irregularmente la política”.

En el oficialismo, Leonardo Cubillos (PR)
dijo que “el Presidente Boric desde que ex-
plotó el caso Convenios ha tenido una acti-
tud de rigurosidad pidiendo la renuncia de
los funcionarios que han tenido una investi-
gación y se comprometió una agenda de tra-
bajo. Todo hecho que se vaya suscitando hay
que enfrentarlo con dureza y rigurosidad”. 

El timonel del PL, Juan Carlos Urzúa, aña-
dió que “el Presidente lo dijo desde el princi-
pio. Investiguemos a fondo como correspon-
de y esto es parte del proceso (...) No creo que
haya impacto en la figura presidencial”. 

Ayer se le incautó el celular y un computador: 

Diligencias que complican a
Larraín vuelven a poner el foco en
nexos con el Presidente Boric

Oposición valora que a un año del caso se hayan realizado diligencias y apuntan a
eventuales contactos con exsubsecretario Crispi.
J. SOTO

Larraín tenía nexos con Boric desde sus tiem-
pos de diputado.

Alberto Larraín, figura clave en la fundación
Procultura. 

El conocimiento de un informe
de la Policía de Investigaciones
(PDI) que alertaba de posibles de-
voluciones de dinero de la expare-
ja del Presidente Gabriel Boric, Iri-
na Karamanos, a la fundación Pro-
cultura, reinstaló la atención sobre
dicha arista del caso Convenios,
desatando una serie de cuestiona-
mientos por los escasos avances
que registra hasta ahora, pese a ha-
berse iniciado en junio de 2023.

Hasta junio pasado, la indagato-
ria era dirigida por el hoy suspen-
dido fiscal regional de Aysén, Car-
los Palma, quien en dicho mes fue
apartado de la causa, luego de co-
nocerse sus chats con el abogado
Luis Hermosilla, en el marco del
caso Audio y, por decisión del fis-
cal nacional, Ángel Valencia, esta
fue asignada al fiscal regional de
Coquimbo, Patricio Cooper.

En este escenario de críticas
tanto a la arista Procultura como
a la indagatoria del caso Conve-
nios en general, ayer, el director
anticorrupción de la Fiscalía
Nacional, Eugenio Campos, se
reunió con todos los fiscales con
causas relacionadas a contratos
entre fundaciones y entidades
estatales a lo largo del país, con
el objeto de revisar las últimas
diligencias realizadas en estas
indagatorias, junto con unificar
los criterios para avanzar en po-
sibles delitos relacionados con el
traspaso de fondos públicos.Sin
embargo, en la cita hubo un
ausente: el fiscal Cooper. Es-
to, debido al amplio operativo
que instruyó respecto de Pro-
cultura, que incluyó los alla-
namientos de 14 domicilios en
las regiones Metropolitana y
Concepción, ejecutados por la
PDI, entre los que se incluyó
el del cofundador de la funda-
ción, Alberto Larraín, y otros
involucrados, como la repre-
sentante legal de la entidad,
María Constanza Gómez. La
fiscalía informó un total de 29
diligencias y 15 solicitudes a
tribunales.

Respecto de Larraín, según
confirmaron en el órgano perse-
cutor a este medio, hizo entrega
de “un computador y teléfono
personal, más un computador
adicional personal y unos pen-
drives”. En tanto, en el marco de
otras pesquisas realizadas, se lo-
gró la recuperación de un servi-
dor de la fundación, además de

bases de datos de correos elec-
trónicos y nubes informáticas
con información de la entidad
investigada por al menos seis
convenios por un total que supe-
ra los $3 mil millones, y que
mantiene indagatorias en Anto-
fagasta, Valparaíso, Biobío, Ay-
sén, Magallanes y la capital.

Y fue el propio Larraín quien
aseguró que ya había manifesta-
do su intención de colaborar.
“Estoy tranquilo, llevábamos
meses pidiendo poder reunirnos
y facilitar las cosas, es bueno que
las cosas avancen en la investi-
gación”. Sobre la reciente salida

de su equipo jurídico, señaló que
“los próximos días se nombrará
a los nuevos abogados, lo que ya
fue informado a la fiscalía”. 

Foco en Gore de
Santiago y Biobío

Junto con la Brigada Antico-
rrupción de la PDI, la fiscalía in-
daga los delitos de fraude al fis-
co, lavado de activos y tráfico de
influencias. Y en ese marco desa-
rrolló las diligencias. 

En la RM, el foco de la fiscalía
está en el rol de Larraín como di-
rector de la Corporación de De-

sarrollo del Gobierno Metropo-
litano en 2022, cargo al que llegó
tras el nombramiento realizado
por el gobernador Claudio Orre-
go. Se revisa el traspaso de más
de $1.600 millones a Procultura
en el marco del programa “Qué-
date” para prevención de suici-
dios. 

Cercanos a la defensa de La-
rraín indicaron que su trabajo
fue “ad honorem” y que de todas
formas hay seguros sobre los
fondos.

Nuevas querellas por
RM y Magallanes

Consultado sobre el tema, el
querellante de la UDI, el aboga-
do Pablo Toloza, dijo que “una
de las cosas que llaman podero-
samente la atención es que este
convenio es entre el Gobierno
Regional y Procultura, pero no
es la fundación la que presta los
servicios, sino un tercero. Pues
la fundación Procultura no tiene
ese giro, no se dedica a ese tema,
de los suicidios; entonces lo que
hace Procultura es ‘contratar’ a
un tercero, que son aquellas fun-
daciones en nuestro país que sí
están dedicadas al tema de la
prevención del suicidio”. 

Sobre el rol de Orrego, dice
que “el gobernador tiene que ob-
viamente estar en conocimiento
de ello. Una de las medidas que
se había solicitado eventual-
mente, y se había señalado, es
que se pudiese incautar”. 

En paralelo, durante esta jor-
nada, Chile Vamos confirmó
una querella por estos hechos y,

según dijo el senador y presi-
dente de RN, Rodrigo Galilea,
impulsarán una similar en Ma-
gallanes.

Ante esto, desde el propio Go-
re Metropolitano, el gobernador
(s) Manuel Gallardo sostuvo que
“como querellantes
en el caso de Procul-
tura, valoramos que
los partidos de Chi-
le Vamos se hayan
sumado a los es-
fuerzos que hace
meses iniciamos co-
mo Gobierno Re-
gional. Tanto para avanzar en
diligencias como para quienes
resulten responsables de esta
causa”. 

Los “tiempos” de
investigación

En el marco de los cuestiona-
mientos por las decisiones que
se han adoptado, y las que no se
han tomado, en la indagatoria
desde que fue asignada al fiscal
Cooper, en la interna del Minis-

terio Público se descartó una
pausa en las pesquisas, y se ex-
plicó que las diligencias más re-
cientes se estaban planificando
hace semanas.

Incluso, en el Ministerio Pú-
blico destacan la entrega de re-
cursos humanos para acelerar el
avance en Procultura. El oficio
del fiscal nacional de junio, que
designa a Patricio Cooper, reve-
la los criterios en el caso: “En
cuanto a la complejidad o grave-
dad de los hechos o antecedentes
a investigar, así como también la
necesidad de realizar diligencias
y de operar en diversas regiones
del país, a lo que cabe agregar los
cuantiosos mantos de dinero in-
volucrados, y atendidas razones
de buen servicio, y vistos que
concurren los requisitos de pro-
cedencia de la norma legal antes
referida, resuelvo reasignar las
investigaciones penales”.

Indicó, además, que “el fiscal
regional de la Fiscalía Regional
de Coquimbo podrá actuar apo-

yado por el o los fis-
cales adjuntos que
designe, si lo esti-
ma pertinente, sin
perjuicio de que
además podrá ac-
tuar apoyado en ca-
da región”. Bajo la
dirección de Coo-

per se formó un equipo prefe-
rente constituido por tres fisca-
les adjuntos, tres abogados asis-
tentes y dos analistas criminales,
quienes están en la gestión de las
labores de investigación junto a
la PDI, a lo que se suman recur-
sos adicionales requeridos a la
Fiscalía Nacional para el desa-
rrollo de las labores de investi-
gación, los cuales fueron conce-
didos para la contratación de dos
abogados y para cubrir diversas
operaciones logísticas.

Se realizaron 14 allanamientos a distintos domicilios en la RM y Concepción:

Tras 15 meses de investigación, y en
medio de críticas por su avance,
incautan dispositivos de Procultura

LORENA CRUZAT 

Entre las residencias a las que llegó la PDI se encuentra la del cofundador
Alberto Larraín, quien hizo entrega de dos computadores y un teléfono.
También se recuperó un servidor de la fundación.

Alberto Larraín era director de Desarrollo del Gore Metropolitano cuando
se suscribió el convenio con Procultura en 2022, por más de $1.600 millones.
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‘‘“Estoy tranquilo,
llevábamos meses
pidiendo poder
reunirnos y facilitar las
cosas, es bueno que las
cosas avancen en la
investigación”. 
................................................................

ALBERTO LARRAÍN
COFUNDADOR DE PROCULTURA

DELITOS
En esta arista se indaga
fraude al fisco, lavado
de activos y tráfico de

influencias. 
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Una serie de compromisos so-
bre acciones que no se pueden re-
petir hizo ayer el exdirector del
Instituto Nacional de Derechos
Humanos (INDH) Sergio Micco
(Amarillos), respecto a lo vivido
durante el estallido a tan solo una
semana del quinto aniversario
del 18 de octubre de 2019.

Los planteó durante el semina-
rio “A cinco años del estallido so-
cial: lecciones y una mirada de fu-
turo” realizado en el MR. Hotel
de Providencia, donde expusie-
ron también el exministro de Ha-
cienda Ignacio Briones (Evópoli),
la vicepresidenta del PPD Natalia
Piergentili y la decana de la Es-
cuela de Gobierno de la U. Adolfo
Ibáñez, María José Naudon.

En este encuentro organiza-
do por centros de estudios afi-
nes a los partidos de centroiz-
quierda y centroderecha, lo
propuesto por Micco de mane-
ra enfática fue uno de los pun-
tos que más llamaron la aten-
ción y generaron aplauso por
los cerca de 100 presentes.

Estos sietes “compromisos cí-
vicos” solicitados por el exdirec-
tor del INDH fueron: no poster-
gar “la respuesta a demandas so-
ciales que se expresan un gobier-
no t ras o t ro” ; no vo lver a
“justificar la violencia ni menos
hacer apología de ella”; y en una
línea similar, “nunca más ese te-
rrible razonamiento de que revo-
luciones y refundaciones requie-
ren de la violencia”. 

Luego pidió que no se utilicen
de nuevo “abusivamente las ar-
mas estatales atentando contra
quienes ellas deben defender”;
no volver a “cubrir de insultos
nuestras paredes y estatuas”; que
no se quemen más templos y mu-
seos; y “nunca más la deslealtad
democrática”.

Esto, explica, se refiere a que
“cuando la crisis aguda llega y la
violencia se desata, solo cabe que
todas las fuerzas políticas y socia-
les democráticas, en el Gobierno

o en la oposición, se unan para
proteger lo que nos ha costado
dos siglos levantar: una repúbli-
ca democrática”. 

Briones valora acuerdo
constitucional

Eso estuvo en concordancia
con lo dicho por los otros exposi-
tores que también hicieron hinca-
pié en la necesidad de evitar que
se vuelvan a repetir hechos de
violencia como los vividos du-
rante el estallido y, por otro lado,
defendieron la decisión de la clase
política de haber hecho un acuer-
do para que la salida a la crisis
fuera un proceso constitucional,
aun cuando este no tuvo éxito.

Sobre dicho acuerdo, Briones
planteó “no tengo dudas de que
fue el camino adecuado. Inde-
pendientemente del resultado,
valió la pena porque mostró que
Chile tiene instituciones que
aguantan”. Además, aseveró
que “me indigna mucho de los
sectores que hablan de ‘los co-
bardes que entregaron la Cons-
titución’”.

Así, señaló que es necesario
“oponerse a la lógica de la trin-
chera y denunciarla”, pues ar-
gumenta que “lo realmente va-
liente es conversar y lograr
acuerdos con el adversario,
aunque difiera de ti”.

Mientras que Piergentili hizo
un análisis desde su sector de lo
que pasó ese 18 de octubre y co-
mentó que “uno de los errores de
mi sector político es que no supi-
mos resolver nuestras controver-
sias. También teníamos traumas
al respecto por lo cual mejor no
discutirlo, lo cual va generando
heridas”.

Naudon, en tanto, explicó que
previo a lo sucedido durante el 18
de octubre, a su juicio, a la dere-
cha le faltó entender a la sociedad
“no solo de manera economicis-
ta”, mientras que a la izquierda
“haberse, al menos, callado fren-
te a la violencia y no haber hecho
un muro de contención”.

Exdirector del INDH:

Los siete “nunca más”
de Micco ad portas del
aniversario del estallido

En seminario junto a Ignacio Briones,
Natalia Piergentili y María José Naudon.
J. P. GUZMÁN
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